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SINOPSIS 




¿Por qué la educación vasca es un sistema dual que se reparte el alumnado a partes iguales entre la
 enseñanza pública y la concertada? Este fenómeno, con muy pocas referencias que guarden similitud en el entorno europeo, es
 la cuestión central del libro que tienes entre las manos. 
            

Los procesos históricos que han llevado a esta configuración dual, la gestión del gobierno autonómico de la misma, las relaciones dialécticas entre ambas dimensiones pública y privada y sus posibles caminos de superación constituyen los núcleos fundamentales del mismo, lo que permite retomar una temática recurrente, compleja, presa fácil de la ideologización de trazo grueso y, por tanto, muy pocas veces abordada de manera reflexiva
 pese a la fuerza condicionante que tiene sobre la educación formal en la comunidad vasca. 
            

Lejos de ofrecer soluciones maniqueas o de proponer recetas muy cerradas, el
 autor, no obstante, apunta horizontes y formula criterios de actuación para una mejor vertebración del sistema educativo vasco, poniendo de nuevo en la agenda social el debate
 sobre esta dualidad asumida como parte del "orden natural", pero resuelta de
 manera insatisfactoria. 
            



[image: PAG._9_9.png]









INTRODUCCIÓN 





Pasados más de 35 años de las transferencias educativas a la autonomía vasca, la articulación y vertebración del sistema educativo vasco sigue siendo una tarea pendiente de completar. En
 casi todas las cuestiones educativas de la reciente historia autonómica, de forma más abierta o camuflada, ha estado presente la dialéctica irresuelta de la dualidad entre lo público y privado. Tema agazapado en un conjunto de cuestiones educativas que
 aparentemente no guardan relación con él, sin embargo, hurgando en cada una de ellas, nos terminamos encontrando con
 esta dualidad, en forma de tensión explícita en ocasiones, otras veces de manera desapercibida, pues goza también de un estado de aparente consubstancialidad con el “orden natural” de la realidad educativa en el País Vasco, que, salvo discursos y debates ideologizados puntuales,1 no es cuestionada por pertenecer a lo obvio. Por eso Unceta2 se refiere al carácter cuasi-ontológico del fenómeno. 
            


En cualquier latitud la dualidad público-privado expresa tensiones difíciles de resolver, intereses contrapuestos, pugnas por el control ideológico, búsqueda de hegemonías sociales, modos de generar el hecho educativo, cuestiones financieras,
 problemas de equidad, etc. Opera como un magma volcánico que eventualmente puede saltar a la superficie en explosiones esporádicas, pero normalmente actúa como agente subterráneo o entremezclado con otras materias y cabe reconocérsele, en nuestro caso, en un sinfín de fenómenos característicos de nuestra realidad educativa como la forma y cuantía de concertar y financiar la red privada, la euskaldunización del sistema, la extensión y desarrollo de la Educación Infantil, la implantación de la Reforma y la aplicación del Acuerdo Político para el Pacto Escolar, la equidad y la distribución de las necesidades educativas, el componente sociológico del alumnado de los centros, la percepción social de las redes, el mapa escolar, la admisión del alumnado, etc.  
            

Naturalmente no es una cuestión, ni mucho menos, específica de la realidad vasca. Todos los estados, todos los gobiernos, todas las
 sociedades deben construir una posición frente al dualismo público-privado que hunde sus raíces antropológicas en el agónico debate entre la igualdad y la libertad y, sociológicamente, en la pareja antitética Estado-mercado. Lo que sí tiene de específico la educación vasca es la profundidad y extensión del fenómeno. Hechas las excepciones de Bélgica, Holanda e Irlanda, con sistemas de predominio privado, esta dualidad no
 tiene parangón en el entorno europeo, ni siquiera en el estado español, donde no llega a la intensidad con que se manifiesta en el País Vasco, en que la cuota escolar está repartida en dos mitades casi simétricas.  
            


A esta manifestación tan arraigada y extensa del fenómeno en la realidad vasca, hay que añadir dos elementos específicos más. Por un lado, el altísimo grado de concertación que alcanza a la práctica totalidad de los centros privados, que pasan así a ser centros concertados o sostenidos con fondos públicos. Apenas algo más de dos millares de alumnos y alumnas acuden a centros privados no concertados3. No hay, pues, entidad para hablar de una triple red (pública, privada concertada y privada no concertada) como en el conjunto del
 Estado. Sí, en cambio, hay un fenómeno singular y propio de la educación vasca, como es el movimiento de las ikastolas, cuyo acomodo en esta dualidad
 dialéctica ha pasado por vicisitudes varias, con niveles de satisfacción distintos, según los agentes afectados. Ello nos lleva a concluir que tampoco la dimensión privada es homogénea en Euskadi, sino que cuenta con componentes plurales y grados también diferentes de implicación con los valores de lo público, toda vez que son centros financiados.  
            



Estamos, pues, ante una realidad compleja, siempre presente y siempre actuante.
 Una dualidad de difícil compaginación que reclama imaginación y alto grado de acuerdo, pero cuyo tratamiento ha seguido más la vía del corto plazo, de las presiones particulares y de los hechos consumados que
 la vía de la concertación social y política con vocación de estabilidad. No han faltado, especialmente en la última década, propuestas programáticas de gobierno, la última Heziberri, que son reflejo de esta deuda sin saldar que tiene consigo la
 educación vasca. Pero las urgencias y las inercias han terminado por imponer su lógica posponiendo sine die una articulación que, aun reconociendo que siempre será dinámica y problemática, es el reto indefinidamente pospuesto, porque debe ir más allá de los vaivenes partidistas.  
            


Vamos, pues, a adentrarnos en esta problemática educativa genérica, siempre con la mirada puesta específicamente en la educación vasca. El primer capítulo constituirá una aproximación contextual al fenómeno de la dualidad público-privado. En el segundo se analizará la evolución que la misma ha seguido en los dos últimos siglos en la realidad vasca, pero muy especialmente el tratamiento que ha
 tenido esta dualidad en el período de gobierno autonómico vasco hasta nuestros días. En el tercer capítulo, en fin, aunque sin concreciones programáticas que no tienen aquí su lugar, examinaré las condiciones de posibilidad de algunas propuestas que permitan escapar de
 callejones ideológicos cerrados y superar esta pareja antitética de apariencia irreconciliable e irresoluble, pero a la vez sin caer en ningún espejismo que pretenda dar gato privado por liebre pública.  
            

Para finalizar esta introducción creo necesario hacer algunas precisiones terminológicas. Voy a repetir una y otra vez el vocablo “educación” y no solamente “enseñanza”, aunque muchas veces hubiera bastado con referirme a esta exclusivamente. La
 razón de preferir este término es que la educación es una tarea más amplia y englobante que la instrucción y a ello supongo que aspira la institución escolar, aunque con desiguales resultados. De hecho, el propio sistema al
 referirse a las diferentes etapas básicas emplea la palabra “educación”. En segundo lugar, con el fin de no hacer complejo en exceso el título, hablo de la educación en general, aunque mi trabajo se ciñe exclusivamente a la educación formal y además no universitaria, principalmente las enseñanzas de régimen general. Al referirme a vasca, debo especificar que no he tenido otra
 pretensión que analizar la situación de lo que administrativamente se conoce como Comunidad Autónoma del País Vasco o Euskadi, como se prefiera. Por último debo aclarar que en muchos casos puedo precisar y distinguir entre red
 privada concertada y no concertada, pero en otros, bien porque en las fuentes
 consultadas no se discrimina, o por otros variados motivos, no me resulta
 posible, por lo que utilizaré la denominación “red privada” de forma genérica, lo que creo que no generará ninguna distorsión en la interpretación del trabajo, dado que, como he dicho, apenas hay centros no concertados en la
 educación vasca. 
            

















































CAPÍTULO I 




LA DIALÉCTICA 
PÚBLICO-PRIVADO 
            




Evolución histórica4


Unos breves apuntes nos ayudarán a dar cuenta someramente de las razones históricas que han contribuido en el pasado a la actual configuración de los sistemas educativos, en particular la estructura dual del sistema
 educativo español. Como he anunciado, en el siguiente capítulo me ocuparé de la relevancia y consistencia que la dualidad público-privado ha adquirido en el caso vasco. Pero ahora se trata de responder más genéricamente a esta cuestión: ¿Cómo hemos llegado a esta situación? 
            

Como es sabido, la institución escolar, como ámbito separado del resto de la actividad social, tiene su origen en la Ilustración y sus ideas basadas en la racionalidad y el progreso humano, entre las cuales
 la extensión del conocimiento a toda la población era uno de sus pilares. La Ilustración supone una ideología superadora del Antiguo Régimen basado en los estamentos hacia otra sociedad más igualitaria en su concepción antropológica, que no sociológica, pues los estamentos dieron paso a las clases sociales de la Revolución Industrial. Ilustración, Revolución Burguesa y Revolución Industrial son la matriz de la escuela, es decir, de una institución específica y separada que responde a la vez a las intenciones ilustradas de dar
 formación a la base social, arrancándola de la superstición y la ignorancia, a las de los emergentes Estado-Nación por cuanto les servía para cohesionar la ciudadanía en torno a un ideal nacional o patrio y a las de la Revolución Industrial porque permitía liberar mano de obra para la producción a la vez que forjar nuevos productores.  
            

Naturalmente, la escuela tiene también otras dimensiones socializadoras, instructivas y formativas no necesariamente
 instrumentalizadas. En cualquier caso, la formación y educación que hasta entonces habían quedado de manera informal en manos de la familia y el taller artesanal, en
 una concepción social menos fragmentada y especializada, ahora iban a ser encomendadas específicamente a la institución escolar. A la vez, lo que antes era espacio de hegemonía para la Iglesia, ahora se lo va a disputar sin ambages el Estado que siente
 bajo su exclusiva responsabilidad la tarea de cubrir las necesidades educativas
 de toda la población, y no solo de unas minorías como hasta entonces.  
            

Esta mutación, iniciada ya en el siglo XVIII y desarrollada en los siglos XIX y XX y que
 llega algo evolucionada hasta nuestros días es un nuevo paradigma que se extendió por toda Europa. No obstante, este marco general tiene sus concreciones y
 especificidades en cada Estado-Nación. Vamos a repasar el caso español en cuanto que la educación vasca es dependiente de este marco superior, tratando de encontrar las raíces históricas explicativas de la dualidad educativa público-privado.  
            

El caso español viene en primer lugar determinado por la debilidad de España como Estado-Nación, que se manifestaba en su falta de recursos económicos y su ineficacia, lo que le hacía vulnerable a las renovadas pretensiones de hegemonía de la Iglesia en el terreno educativo.  
            

El siglo XIX transcurre con las alternancias constantes de regímenes y gobiernos que más allá de sus reformas y contrarreformas no dotaron de un sistema público hegemónico al Estado. Más bien habría que decir que, pese a los intentos neoliberales de “desconfesionalizar” la enseñanza, no hubo un proyecto definido y con pretensión universal de escuela pública para toda la ciudadanía y que las posibilidades de mermar el influjo de la Iglesia por medio de la
 legislación quedaron lejos de su realización práctica, por la labor obstaculizadora de esta o por simple falta de control
 normativo. El Concordato de 1851 viene a dar el espaldarazo a esta situación, reconociendo tanta discrecionalidad a la Iglesia que incluso consagraba su
 derecho a inspeccionar los contenidos educativos tanto de centros privados como
 de centros públicos.  
            


En la realidad española del siglo XIX, la premisa mayor –el derecho de la Iglesia a ejercer su predominio educativo– no se discute con una voluntad política de impulso de lo público. Más bien, intereses estatales y eclesiales corrieron parejos en muchos momentos.
 La llamada Ley Moyano de 1857, que constituyó el primer intento serio y meritorio de regularizar la Enseñanza en España, en gran medida vino a sancionar legalmente el status quo existente. En realidad, el Estado deja en manos de municipios y también de la iniciativa privada, principalmente eclesial, la Enseñanza Primaria. Pero la labor de la Iglesia se centró sobre todo en los ámbitos urbanos y en los niveles de Enseñanza Secundaria y Superior, en los que la pirámide de acceso educativo de la población se estrechaba considerablemente. Ni siquiera durante el Sexenio Revolucionario
 (1868-1874) sufrió especial mella el influjo de la Iglesia, pues proclamó la libertad de enseñanza frente a un posible monopolio estatal.  
            


Ya en el siglo XX son mencionables dos momentos históricos en los que se vio la necesidad de hacer una apuesta decidida por la
 educación de titularidad pública. El primero de ellos se gesta en torno a la crisis del 98, tras la cual la
 educación vuelve a estar en el centro de las preocupaciones nacionales. Se vuelve a
 clamar por sacar a España de su atraso, por reclamar una enseñanza pública de calidad y universal al menos en su nivel primario. Pero las inercias
 habituales y la Dictadura de Primo de Rivera restringen y finalmente anulan
 este impulso. El segundo y más ambicioso intento se dio con la Segunda República, en un contexto de grave confrontación con la Iglesia. La contienda civil del 36 frustra el desarrollo de esta
 apuesta beligerante por el espacio público en general y en particular en la enseñanza.  
            

Las cuatro décadas de la dictadura franquista se caracterizan por una connivencia entre
 Iglesia y Estado. A cambio de algunas prerrogativas importantes como la
 intervención del dictador en el nombramiento de los obispos, el Régimen dotó a la Iglesia de amplias atribuciones en el campo educativo y en otros también. El Concordato de 1953 consolidó la posición de privilegio de esta, que ya había marcado el Concordato del siglo anterior. La política educativa predominante de esta etapa es la de la delegación más que la del impulso decidido desde el Estado.  
            

No es propósito de este libro hacer historia de la educación, por lo que no me detendré a señalar matizadamente la evolución del franquismo en materia educativa en sus distintas etapas, pero sí es de obligada mención la Ley General de Educación (1970) del Ministro Villar Palasí, que, aunque fue una reformulación de la centenaria Ley Moyano con el objetivo de lograr una actualización más acorde con los tiempos y con el entorno europeo, vino también a consagrar un estado de cosas ya preexistente. Se impulsó la oferta pública, pero también se mejoró la posición de la red privada en cuanto a su mayor extensión en la enseñanza primaria obligatoria, ahora prolongada hasta los 14 años, con la consecuente financiación por medio de subvenciones.  
            

Cuanto antecede solo pretende trasladar la noción genérica de que el desenvolvimiento histórico de los dos últimos siglos es un factor explicativo relevante de la razón por la que frente a otras realidades europeas, como Inglaterra o Francia, por
 poner solo dos ejemplos, la dualidad entre público y privado ha llegado a alcanzar la entidad que conocemos en España.  
            




La sanción legal y jurídica 
            

Siglos atrás, en la época premoderna, no existía propiamente la oposición público-privado. En la medida en que los estados desarrollan una concepción de tener que ser la institución prestadora del servicio educativo y por tanto la que pone en marcha la
 institución escolar, se genera el concepto de público y a partir de ese momento cualquier otra iniciativa, especialmente de
 origen eclesial, que, por cierto, había sido la hegemónica hasta el surgimiento de las escuelas estatales, se convierte en competidora
 y antagónica de esa pretensión de centralidad de los estados. Nace así la dialéctica público-privado en el terreno escolar.  
            

Ahora bien, la pugna entre Estado e Iglesia en dicho espacio –aunque con el tiempo la Iglesia solo va a ser parte de un planteamiento privado
 más amplio–, y los valores en relación dialéctica entre justicia y libertad que representan, encuentran un punto de acomodo
 en la concepción de la educación como servicio público que se desarrolla en el siglo XX, lo que a la vez permite ir suavizando
 los contornos extremos y más radicales de la dualidad.  
            


Esa nueva conceptualización, que trata de cohonestar el derecho a la educación y la libertad de enseñanza, cobra carta de naturaleza en Declaraciones, Tratados, Pactos y Leyes.5 En definitiva, se busca por medio de la legislación encontrar un equilibrio que dé cabida a ambos derechos, cuando no dar sanción legal a la propia realidad que la historia fue decantando. 
            


Con la Declaración de los Derechos Humanos de 1948 se comienza a reflejar en el Derecho el difícil maridaje de ambos principios. Así, el artículo 26, que está dedicado al tema educativo, consta de tres apartados: el primero, dedicado a
 proclamar el derecho a la educación, su obligatoriedad y gratuidad en los niveles básicos; el segundo, a marcar como objetivo de la educación el pleno desarrollo de la personalidad y el respeto de los derechos humanos; y
 el tercero, a recoger el derecho de las familias a escoger la educación que quieren para sus hijos e hijas.  
            

Ese equilibrio, inspirado en origen en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, es el que trató de mantener la Constitución Española (1978), dando como resultado final un artículo, el 27, expresión de las diversas posiciones que, según las crónicas del momento, dieron lugar a una de las mayores controversias que se
 produjeron en la redacción de la Carta Magna española.  
            


Antes de entrar con algo más de detalle en dicho artículo 27, hay que mencionar que entre la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Constitución Española se producen una serie de Acuerdos Internacionales a los que se adhirió el Estado español, que también inspiraron la Constitución. También habrá que considerar la Jurisprudencia interpretativa que a posteriori le tocó desarrollar al Tribunal Constitucional. Respecto a los primeros, es obligado
 mencionar la Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza;6 el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales7 y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.8 En los dos primeros documentos se vuelve a tratar de conjugar la igualdad y la
 no discriminación educativas con el derecho a elegir escuelas distintas de las creadas por las
 autoridades públicas, siempre que se muevan en el marco legal que estas establezcan. El último de los documentos citados hace mención solo al compromiso de garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
            


Por lo que respecta a la Constitución, el apartado 1 del artículo 27 coloca en pie de igualdad ambos derechos, antes de pasar a dar algunas
 concreciones en los siguientes apartados. Reza así este primer punto: “Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza”. Según Agoués (2000), dentro del primero de los derechos, el derecho a la educación, va incluido el derecho a obtener un puesto escolar en el sistema educativo
 organizado por los poderes públicos, el derecho a recibir una enseñanza de calidad, el derecho a mantenerse en el centro escolar y a una evaluación objetiva, el derecho a recibir educación de forma gratuita y el derecho a recibir la educación en una lengua que se entienda. La libertad de enseñanza incluiría la libertad de crear centros docentes con su propio ideario, la libertad de cátedra y el derecho a elegir la formación moral o religiosa.  
            

La apuesta del legislador constitucional fue claramente la de un sistema plural
 frente a una sistema educativo único de monopolio estatal, un sistema que respete las diferentes opciones que
 ampara la libertad de enseñanza, sin perjuicio del derecho que debe asegurar el Estado a una educación gratuita y obligatoria para todos. Aunque para más de uno este reconocimiento abre de par en par la puerta de la enseñanza privada y con ello la de la segregación, en el actual estado democrático parece un derecho desde el punto de vista jurídico suficientemente consolidado, incluso internacionalmente, para que pueda ser
 cuestionado sin dificultad. La cuestión clave no estriba tanto en si en un estado democrático debe reconocerse la libertad de enseñanza, cuanto si de ello se desprende que su ejercicio debe ir acompañado de financiación pública. Habrá que esperar a la LODE para encontrar una respuesta de mayor concreción. Pero, aunque sin una delimitación precisa de en qué términos y condiciones, la Constitución recoge el derecho de personas físicas o jurídicas a la creación de centros de enseñanza dentro de sus principios (artículo 27.6) y señala el deber de los poderes públicos de “ayudar” a los centros docentes que reúnan los requisitos que la Ley establezca (artículo 27.9). 
            


Aunque hay interpretaciones para todos los gustos, con Agoués9 podemos decir que la apertura a la posibilidad de financiar centros concertados
 no procede tanto del derecho constitucional a elegir la formación religiosa y moral que se desee (artículo 27. 3), que tiene que ver principalmente con la asignatura de Religión, sino más bien de una última encomienda que hace a los poderes públicos de ayudar a los centros que reúnan los requisitos legales, pues sin esta previsión la creación de centros y la elección de centro, inextricablemente unidas a la libertad de enseñanza, no tendrían eficacia. Al entender de juristas,10 una libertad de enseñanza sin financiación no se puede ejercer. Así lo entendió también el Tribunal Supremo.11



Recapitulemos antes de proseguir. Frente a la obligación del Estado como prestador único de la satisfacción del derecho a la educación, nos encontramos ahora ante el Estado como garante de ese derecho. Frente a la
 identificación del carácter público con la titularidad pública, nos encontramos ahora con la concepción de la educación como servicio público. Frente al monopolio estatal se consagra una situación de pluralismo educativo que debe ser financiado a quienes promueven ese
 servicio, que puede ser el propio Estado o puede tratarse de iniciativa social
 y privada. Guste o no, esa es la realidad jurídica actual.  
            

Ahora solo nos queda conocer el alcance universal o limitado de esa ayuda y los
 requisitos a los que deba someterse. La Constitución delegó en el desarrollo legislativo posterior la determinación de bajo qué requisitos y en qué condiciones debe darse esa ayuda. Para dilucidar desde el punto de vista jurídico la cuestión nos podemos hacer dos preguntas: si toda familia tiene derecho a que se le
 otorgue el derecho a la escolaridad gratuita en la enseñanza obligatoria si decide ir a un centro privado de su elección, amparándose en el párrafo 4 del artículo 27, y si todo centro privado puede reclamar ayuda pública, amparándose en el párrafo 9 del mismo artículo.  
            


Respecto a la primera cuestión, la jurisprudencia, basada en este caso en el Tribunal Supremo, responde que
 no existe un derecho subjetivo a recibir gratuitamente la enseñanza en un centro privado. La Constitución solo impone el deber de ayudar a los centros que, como se ha repetido, reúnan los requisitos que la ley establezca.12 Han hecho fortuna estas palabras del Tribunal Constitucional frecuentemente
 citadas: “El derecho a la educación gratuita en la enseñanza básica no comprende el derecho a la gratuidad educativa en cualesquiera centros
 privados, porque los recursos públicos no han de acudir, incondicionalmente, allá donde vayan las preferencias individuales”.13 En efecto, como dice Agoués,14 “...en relación con la red privada de la enseñanza, no existe cobertura constitucional para pretender ejercer el derecho a una
 enseñanza básica y gratuita en un centro privado concreto, al margen de lo que dispongan las
 leyes; asimismo los poderes públicos no podrán obligar a ningún padre o tutor a escolarizar en un centro privado en contra de su propia
 voluntad; en definitiva el servicio público educativo ha de garantizar una plaza escolar en la red pública a todos los alumnos o padres que lo demanden”, observación esta última de consecuencias muy importantes para la política educativa, que no siempre se respeta.  
            


Respecto a la segunda cuestión, si todo centro privado puede reclamar ayuda pública, la LODE estableció en el artículo 48.3 que “tendrán preferencia para acogerse al régimen de conciertos aquellos centros que satisfagan necesidades de escolarización, que atiendan a poblaciones escolares de condiciones socioeconómicas desfavorables o que, cumpliendo alguno de los requisitos anteriores,
 realicen experiencias de interés pedagógico para el sistema educativo. En todo caso, tendrán preferencia aquellos centros que en régimen de cooperativa cumplan con las finalidades anteriormente señaladas”. Lo anterior no cierra la puerta a que se autoricen centros privados que
 cumplan con todos los requisitos establecidos en cuanto a titulación académica, ratio profesor/alumno, instalaciones docentes y deportivas y número de puestos escolares, incluso allá donde ya existe oferta pública. Pero de ello no se sigue que la ayuda en forma de concierto sea
 obligatoria puesto que viene condicionada al principio de planificación educativa dentro de las limitaciones presupuestarias que existan, por lo que
 para dilucidar a quién ayudar y a quién no, son necesarios los criterios de prioridad antes expuestos.  
            

Desde un punto estrictamente legal, a partir de la LODE queda consagrada en España la triple red de centros: la privada que se regula según precios del mercado, la privada financiada por medio de los conciertos y la pública de titularidad estatal. Al sistema mixto de centros públicos y concertados que se dio en llamar centros sostenidos con fondos públicos es a los que la LODE encomienda el servicio público de educación, apoyándose en ellos para realizar su programación educativa.  
            




El Estado y el mercado. Su reflejo en la legislación educativa española.  
            


Acabamos de ver que la pugna Estado versus Iglesia se entremezcla desde mediados del siglo XX con el reconocimiento jurídico de los derechos a la educación y a la libertad de enseñanza, lo que desemboca en la formulación del concepto de servicio público educativo del que el Estado no es el único prestador, sino más bien el garante entre un conjunto de agentes prestadores de dicho servicio.
 Introducimos ahora un nuevo elemento que la dualidad público-privado ha incorporado en su devenir: el mercado, que va teniendo una
 importancia creciente para entender el terreno de juego en que se disputa esa
 relación dialéctica en la actualidad.  
            



Si la Ilustración encomendó al Estado la provisión que permitiera satisfacer el derecho a la educación de la ciudadanía, los vientos neoliberales que se intensificaron a partir de la década de los años ochenta con las políticas de Thatcher y Reagan, y que aún no han amainado, pusieron el acento en la libertad de la educación centrada en el individuo y en la familia como consumidores de servicios
 educativos, en una búsqueda de hacer, pretendidamente, más eficaces los sistemas educativos.15 Desde entonces, el mercado ha entrado en la cocina del Estado. 
            



Ello se refleja en toda una constelación de propuestas que forman parte de un nuevo enfoque de la política educativa y que se nos ha terminado haciendo familiar. En un contexto de
 mercado, cada consumidor escoge el proveedor que más le satisface y el producto que más le convence. Así, las políticas que impulsan la libre elección de centro, amparadas en el derecho a la libertad de enseñanza reconocido en la jurisprudencia internacional, se ha ido abriendo paso con
 los corolarios de ampliación creciente de las zonas de influencia de los centros en algunos casos hasta
 llegar al distrito único, de la laxitud en las concertaciones de centros privados, de una financiación generosa de la oferta privada, del “centrocentrismo”16 o importancia creciente de los centros educativos como unidad administrativa básica frente al sistema en su conjunto, de las políticas de impulso de la autonomía de los centros, de la cultura de la evaluación y de la mejora, de la rendición de cuentas, de la retórica del esfuerzo... Todo ello justificado por el nuevo paradigma de medición que es la calidad.  
            



En efecto, el derecho a la educación no se satisface ya solo, ni principalmente, por la cobertura de las plazas
 escolares, al menos en nuestras latitudes, aunque todavía hay datos que hablan de casi 120 millones de niños y niñas de Educación Primaria sin escolarizar en el mundo.17 El objetivo cuantitativo ha sido alcanzado en nuestro entorno. El derecho a una
 enseñanza básica, gratuita y a la vez obligatoria se ha ido ampliando por un lado en cuanto
 a su extensión. Si antes de la Ley General de Educación de 1970 la obligatoriedad no excedía de la edad de 10 años, con esta Ley de Villar Palasí la obligatoriedad se extendió hasta los 14 años, y posteriormente hasta los 16 con la LOGSE de 1990. Por otro lado, en cuanto
 a su alcance en la población, ha alcanzado su meta hace tiempo, cuando en la España de 1970 todavía un millón de niños y niñas estaban sin escolarizar y solo un 20% accedía a estudios secundarios. Actualmente la obligatoriedad afecta al 100% de la
 población en edad de escolarización básica y en Euskadi se aproxima a la universalización en las etapas no obligatorias, tanto en la Educación Infantil desde los dos años, como en el tramo de edad entre 16 y 19 años.18



Sin minusvalorar en absoluto el ingente esfuerzo que ha supuesto llegar a la
 cobertura total de la población en edad escolar obligatoria, como digo, el derecho a la educación hoy ya no se entiende satisfecho solo con la materialidad de una plaza
 escolar, sino como el derecho que tiene el alumnado de recibir una educación que garantice el éxito escolar y el desarrollo integral de su persona, tal como proclaman las
 Leyes y Declaraciones. En definitiva, el derecho a recibir una educación de calidad.  
            


La problematicidad estriba en que muchos de los conceptos de la nueva política educativa pueden ser enarbolados por ideologías contrapuestas, pues son susceptibles de ser enfocados desde perspectivas
 antagónicas. Estamos ante conceptos que no son unívocos y que es preciso aclarar en qué contexto ideológico son invocados para adherirnos o no a ellos. En efecto, la calidad se puede
 entender de muy diferentes maneras, lo mismo que la cultura de la mejora, la
 autonomía de los centros, la evaluación, el control social de la educación, etc. No es lo mismo impulsar esas políticas desde un enfoque mercantil, que desde un enfoque comunitario, colaborativo
 y participativo. Volveré sobre ello en el tercer capítulo, al hablar de “La polisemia del actual lenguaje educativo”.



En todo caso, que la calidad esté en el centro de las actuales políticas educativas resulta crucial para dirimir el contencioso de la dualidad público-privado en el presente. Estamos obligados a hacer una relectura de las clásicas pugnas ideológicas y por la cuota de mercado, ahora más emboscadas bajo los discursos de la calidad y de la manera como es entendida
 esta.  
            


Según expertos y observadores del mundo educativo,19 la abundante y zigzagueante legislación básica en materia educativa de la democracia española es fiel reflejo no ya de una igualada pugna entre Estado y mercado, sino más bien testigo de una postergación de lo público en beneficio del mercado, cuyo primer jalón fue la LODE y el sistema de conciertos.  
            


Si ya la Constitución supuso la renuncia jurídica y política a una escuela pública para todos, la LODE del primer gobierno socialista, deudora de ese marco,
 quiso introducir una racionalización en la configuración del sistema educativo, en su planificación y en su financiación, a la vez que obligaba a introducir criterios de gestión pública y democrática a los centros que se acogieran al régimen de conciertos. En todo caso, sirvió para consolidar una situación preexistente. La propia LODE lo reconoce en su preámbulo: “Este trasfondo histórico explica la complejidad de elementos que configuran el marco educativo
 establecido por la Constitución Española, un marco de compromiso y concordia que, al tiempo que reconoce implícitamente el sistema mixto heredado, proporciona el espacio normativo integrador
 en el que pueden convivir las diversas opciones educativas”.  
            

Con el intento de poner orden en la financiación de la red privada, hasta entonces sostenida con subvenciones poco homogéneas, la LODE puso en marcha la figura del concierto, una especie de contrato de
 los centros con la Administración por el que aquellos, a cambio de la financiación de esta, adquirían una serie de compromisos vinculados al carácter público tales como los mismos criterios no discriminatorios que los centros públicos en la admisión de alumnado, la gratuidad de las enseñanzas, la libertad de conciencia del profesorado –pese a que el centro tenga definido un ideario propio–, la voluntariedad de las prácticas confesionales y, sobre todo, cierta participación y control a través de los Consejos Escolares en el nombramiento de la dirección y en la contratación y despido del profesorado. Sin embargo, la realidad práctica es que la participación democrática, el control de los diferentes estamentos de la comunidad escolar, la
 gratuidad y la equidad se han distanciado de los objetivos pretendidos en su
 origen. 
            


La LODE, que nació con la pretensión de regularizar lo público, aunque haciendo concesión a la innegable potencia de lo privado, herencia de un pasado lejano y reciente
 a la vez, buscó embridarlo por medio del control democrático y la participación, pero desde la actualidad se relee como un loable intento que falló en sus propósitos.20



La LOGSE (1990) quiso dar un impulso al derecho a la educación, dentro del marco establecido de reconocimiento del servicio público prestado por los centros sostenidos por fondos públicos, nueva denominación que desde la LODE se ha extendido para denominar a la doble red en la que se
 apoya la Administración para gestionar el servicio educativo. La obligatoriedad se extendió hasta los 16 años, lo que obligó a reestructurar y ampliar la concesión de conciertos. Se dieron pasos hacia la descentralización territorial educativa. 
            


Pero esa descentralización, tan del gusto del mercado, aunque luego se reserva la recentralización por medio del currículo y las pruebas externas, no llegará a los centros hasta la Ley 9/1995 Orgánica de la Participación, Evaluación y el Gobierno de los centros (LOPEGCE) que, en palabras de Rozada, es más una ley del gobierno y la evaluación de los centros que de la participación, una ley que sin soltar la liana de la democracia, agarra también la del mercado.21 Y en ese paseo legislativo hacia el mercado nos encontramos con la abortada LOCE
 (2002) que ya llevaba en el frontispicio la palabra calidad.  
            


No hubo tiempo de desarrollarla, porque se alumbró la LOE (2006), que supuso un reequilibrio en la búsqueda de la equidad, dentro de un marco referencial determinado. En efecto,
 partiendo del esquema conocido de que “la prestación del servicio público de la educación se realizará a través de los centros públicos y privados concertados” (artículo 108.4), establece unos criterios comunes para la admisión de alumnado (artículo 84), proclama de nuevo la gratuidad de las enseñanzas (artículo 88) e impone a las Administraciones el deber de buscar una adecuada y
 equilibrada escolarización entre centros y redes del alumnado con necesidad de apoyo educativo (artículo 87). Integra dentro de sí la LOPEGCE y, por tanto, la autonomía de los centros tiene su propio capítulo, como reflejo del cambio de mentalidad de los últimos tiempos, algo ya presente en aquella ley derogada ahora por esta.
 Respecto a los requisitos que establece la LODE para dar prioridad a la
 concertación de centros privados decae el primero de ellos, es decir, el de que respondan a
 necesidades de planificación, quedando solo el de la atención a alumnado socioeconómicamente desfavorecido o los que realicen experiencias pedagógicas de interés educativo para el sistema educativo (artículo 116.2).  
            

Terminamos el recorrido por ahora, pues ya se anuncia también su derogación, con la LOMCE, que incluye también en su enunciado palabras de máxima preocupación educativa actual dentro del derecho a la educación como son “mejora” y “calidad”, pero que esta vez son buscadas a través de indisimulados caminos de enfoque neoliberal, que han merecido una repulsa
 casi unánime de los partidos de la oposición y, lo que es más significativo, del mundo de la educación.  
            


El mercado ha mostrado su rostro esta vez con poco recato por medio de esta ley
 cuyo preámbulo está trufado de ideas y términos que son un buen ejemplo de esa concepción de la educación como libertad, flexibilidad, capacitación para la competitividad, autonomía, evaluaciones externas, publicación de resultados, búsqueda de excelencia, valoración del meritaje, currículo básico centrado en las llamadas materiales troncales, reforzamiento de la
 autoridad, impulso del esfuerzo, etc.22 



Los preámbulos de las leyes –esa parte que saltamos enseguida para ir al articulado– tienen gran interés porque recogen la filosofía en la que se inspira cada una. Por su elocuencia, pese a la extensión de la cita, nos animamos a reproducir aquí algunos pasajes de dicho preámbulo en la medida en que expresan de forma paradigmática la forma de entender la educación desde una perspectiva de mercado: “La lógica de esta reforma se basa en la evolución hacia un sistema capaz de encauzar a los estudiantes hacia las trayectorias más adecuadas a sus capacidades, de forma que puedan hacer realidad sus
 aspiraciones y se conviertan en rutas que faciliten la empleabilidad y
 estimulen el espíritu emprendedor... Uno de los objetivos de la reforma es introducir nuevos
 patrones de conducta que ubiquen la educación en el centro de nuestra sociedad y economía... Los estudios internacionales ponen de manifiesto que los países que han mejorado de forma relativamente rápida la calidad de sus sistemas educativos han implantado medidas relacionadas
 con la simplificación del currículo y el refuerzo de los conocimientos instrumentales, la flexibilización de las trayectorias de forma que los estudiantes puedan elegir las más adecuadas a sus capacidades y aspiraciones, el desarrollo de sistemas de
 evaluación externa censales y consistentes en el tiempo, el incremento de la
 transparencia de los resultados, la promoción de una mayor autonomía y especialización en los centros docentes, la exigencia a estudiantes, profesores y centros de
 la rendición de cuentas, y el incentivo del esfuerzo... La reforma contribuirá también a reforzar la capacidad de gestión de la dirección de los centros, confiriendo a los directores, como representantes que son de
 la Administración educativa en el centro y como responsables del proyecto educativo, la
 oportunidad de ejercer un mayor liderazgo pedagógico y de gestión... Las rigideces del sistema conducen a la exclusión de los alumnos y alumnas cuyas expectativas no se adecuan al marco
 establecido. En cambio, la posibilidad de elegir entre distintas trayectorias
 les garantiza una más fácil permanencia en el sistema educativo y, en consecuencia, mayores
 posibilidades para su desarrollo personal y profesional... Las evaluaciones
 externas de fin de etapa constituyen una de las principales novedades de la
 LOMCE con respecto al marco anterior y una de las medidas llamadas a mejorar de
 manera más directa la calidad del sistema educativo. La flexibilización de las trayectorias, de forma que cada estudiante pueda desarrollar todo su
 potencial, se concreta en el desarrollo de programas de mejora del aprendizaje
 y el rendimiento en el segundo y el tercer curso de la Educación Secundaria Obligatoria, la Formación Profesional Básica, la anticipación de los itinerarios hacia Bachillerato y Formación Profesional, y la transformación del actual cuarto curso de la Educación Secundaria Obligatoria en un curso fundamentalmente propedéutico y con dos trayectorias bien diferenciadas”. 
            




El cuasimercado23


Vamos cerrando el ciclo evolutivo que comenzó con el alumbramiento de la institución escolar surgida como el propósito de los Estado-Nación de proveer a sus ciudadanías de formación, siguiendo la estela de las ideas ilustradas, y que pugnó con desigual resultado, según la fortaleza de cada estado-nación, con la otra institución educativa, la Iglesia. Ciclo que evolucionó al albur de las Declaraciones y Convenciones Internacionales, de una concepción de servicio público monopólica del Estado a otra pluralista, donde se ha pretendido maridar el derecho a
 la educación y la libertad de la misma. Evolución en la que, finalmente, el mercado ha terminado entrando de lleno de la mano de
 las concepciones neoliberales para mistificarse con la dualidad público-privado. 
            

Sin embargo, no es cierto que la educación de nuestro entorno conocido es meramente producto mercantil. Hay que hablar más bien de una situación mixta que se ha dado en denominar de cuasimercado, caracterizada por
 introducir determinados factores propios de los mercados, dentro de un sistema
 en que se mantiene la provisión de fondos públicos y una cierta regulación por parte del Estado. No existen diseños acabados, ni fórmulas identificables con un modelo único de cuasimercado, de forma que, aun manteniendo esa composición mixta, puede tener perfiles diferentes según tradiciones estatales y formas concretas de hacer política de los gobiernos de turno.  
            

El cuasimercado pretende superar las ineficiencias de un monopolio educativo
 estatal, trasladando el centro de gravedad de la planificación del sector público-estatal según las necesidades a las preferencias de los usuarios, o al menos, respetando y
 fomentando su libertad de elección, pero dentro de un marco muy regulado por el poder público. En un sistema de cuasimercado, por ejemplo, los precios no los regula el
 mercado, por cuanto quien proporciona los fondos es el Estado, que es el que
 determina los costes de la producción y bastantes de las condiciones en que se va a dar esta. Estamos en una especie
 de sistema mixto con incorporación de elementos de uno y otro signo.  
            


En un contexto de cuasimercado, se introducen mecanismos de mercado tales como
 la financiación de servicios privados a cambio de unos requisitos que exige el Estado, los
 sistemas abiertos de matriculación que faciliten el ejercicio de la libertad en la elección de centro, la autonomía de los centros y la responsabilización de los actores locales. Obviamente el modelo se puede escorar más o menos hacia el mercado puro, según la radicalización de las propuestas. Por ejemplo, según las distintas fórmulas de financiación: subvenciones, conciertos, cheques escolares, copagos, etc. pues todas no son
 igualmente liberales. O también según la eliminación de todo tipo de barreras en la elección de centro, llegando incluso a crear sistemas de admisión de alumnado de distrito único, para facilitar la movilidad por parte de las familias. O, en fin, según determinados enfoques de la autonomía de los centros escolares y sus correlativos sistemas de control y
 recentralización por medio del currículo y las evaluaciones externas. Ahí pueden entrar también mecanismos netamente neoliberales como la publicación de los resultados de los centros y de otros indicadores, con la finalidad de
 promover una competencia entre ellos y supuestamente mejorar la calidad del
 servicio que ofrecen. El problema que suelen encontrar estos sistemas es la
 información incompleta que se da y el acceso desigual a la misma por parte de todos los
 sectores sociales, lo que a la postre convierte las políticas de elección de centro en algo que favorece a unos, los mejor posicionados socialmente, y
 perjudica a otros, los más necesitados precisamente de políticas de igualdad o del acceso a los mejores servicios. Lo volveremos a ver en
 el tercer capítulo en “Balance de las políticas de concertación”.



Pero la Administración en este contexto de cuasimercado también pone en juego otra serie de mecanismos que puedan suplir los fallos del
 mercado y que normalmente tienen que ver con la equidad y la cohesión social. En definitiva, hay un control central que empieza por el hecho de que
 es el Estado quien proporciona los fondos para el desarrollo del servicio
 educativo y fija sus condiciones. Pero no solo eso. También tiene encomendada la función de asegurar las mejores condiciones para el acceso al servicio público educativo de los sectores de población más desfavorecidos, así como el control e inspección de cómo se lleva a cabo dicho servicio. Según su grado de regulación e intervencionismo estaremos ante fórmulas de cuasimercado más neoliberales o más sociales.  
            

Los cuasimercados, por el lado de los defensores del mercado, vienen
 argumentados desde razones de eficiencia y, aunque parezca paradójico, por los problemas de equidad que surgen en los sistemas clásicos de gestión de los servicios públicos. Desde razones de eficiencia, porque el cuasimercado contribuye a la
 superación de un sistema burocrático perezoso y aletargado, porque promueve cierta competencia que contribuye a
 la mejora de la calidad educativa, porque acerca la gestión a cada lugar y desuniformiza y porque reduce costes. Pero también por razones de equidad, porque las políticas de financiación de centros privados y las políticas que impulsan la libertad de elección de centro serían justamente, al decir de los defensores de estas propuestas, las que permitirían que quienes no pueden acudir a determinados centros por su nivel económico o por verse condenados a la asistencia al centro más próximo de su barrio o pueblo, ahora puedan permitírselo y acudir a cualquier centro de su elección.  
            

En cualquier caso, como queda dicho, el cuasimercado va a depender del diseño que se haya dado en cada lugar. En adelante nos vamos a ocupar de cómo está configurado en la educación vasca y qué efectos produce en eficiencia y, especialmente, en equidad. 
            

















































CAPÍTULO II 




LO PÚBLICO Y LO PRIVADO 
EN LA EDUCACIÓN VASCA 
            




La educación vasca en el siglo XIX y XX 
            


En el capítulo anterior ha quedado afirmada la falta de pujanza de un proyecto educativo público en el Estado español, causada por un Estado débil y una Iglesia influyente. El caso vasco manifiesta también esta característica, como no podía ser menos formando parte del mismo Estado español, pero ese rasgo aparece si cabe más agudizado por una serie de peculiaridades propias de nuestra historia, que voy
 a repasar ahora en unas breves pinceladas.24



Durante el siglo XIX ayuntamientos y diputaciones de forma conjunta se hicieron
 cargo de la educación vasca, pero siempre en un tira y afloja con el poder central estatal que el
 paso de las décadas fue decantando en favor de este último. Por tanto, el conflicto con la centralidad va marcando el devenir del
 siglo XIX con la tragedia de las guerras carlistas y la pérdida definitiva de los fueros, que son el caldo de cultivo de un sentimiento de
 reivindicación fuerista y de su perdurabilidad hasta bien entrados en el siglo XX, ya
 transmutado en nacionalismo, frente a las injerencias del Estado expresadas en
 la imposición de una uniformidad lingüística por medio del castellano, en el nombramiento de los maestros y, en
 general, en la organización de la instrucción pública.  
            

Es en este punto donde se produce una convergencia con la Iglesia, por su
 arraigo en el pueblo y por su defensa de las tradiciones y de la lengua vasca,
 con lo que se da una fusión de esferas sociales, culturales y religiosas. Ya de por sí el peso eclesial era superior aun al del Estado, con un clero secular muy
 numeroso. La expulsión de órdenes religiosas de Francia en 1880 se hizo sentir también con un fuerte incremento de la oferta privada en Gipuzkoa, un territorio de
 claro predominio para esta. Todo esto provoca en la percepción colectiva que la escuela pública solo es herramienta de colonización cultural y lingüística que no recoge el sentir del pueblo, a diferencia de la Iglesia que de muy
 tiempo atrás era valedora de la lengua y la cultura vascas. El euskera no tiene sitio en la
 escuela nacional española, sí en cambio en la Iglesia, que se manifiesta cómplice con el pueblo en la oposición a la uniformización estatal. El alto grado de identificación con la Iglesia le va a permitir ejercer, sin excesivo cuestionamiento, la
 primacía en el terreno educativo durante el siglo XIX y buena parte del XX.  
            

No es de extrañar que Resurrección María de Azkue, a la postre un sacerdote, impulsara a finales del siglo XIX la
 primera escuela en euskera, aunque su duración fue breve, por falta de alumnado. A este intento sucedieron otros en los
 primeros años de siglo XX, que, aunque modestos, reflejaban el propósito de unir educación y euskera.  
            

Como una ola que vuelve con más fuerza, los proyectos de enseñanza bilingüe retornaban más pujantes. Eusko Ikaskuntza fundada en 1918 se propuso entre sus objetivos la
 obligatoriedad del euskera en la enseñanza. Por su impulso se crearon varias Escuelas Vascas con subvenciones de las
 Diputaciones, entre las que destacó la de Tolosa. En Bizkaia, para paliar las desatenciones en las escuelas
 estatales por las negligencias en la cobertura de personal, a iniciativa de
 Juan Gallano, se aprueba la creación de las Escuelas de Barriada, un plan de más de un centenar de Escuelas Vascas, dotadas con personal docente seleccionado
 en el País Vasco, que permitían una mejor atención de las zonas rurales, además de la enseñanza en euskera. Su puesta en marcha fue una tarea conjunta de las Juntas
 Locales (ayuntamientos) y de la Junta de Instrucción (Diputación de Bizkaia) que aportaba sobre todo la financiación, además del trabajo voluntario del vecindario de cada lugar.  
            


Tuvieron un planteamiento lingüístico inicial de escuelas bilingües con un modelo A para zonas vascófonas con enseñanza en euskera y la introducción del castellano a partir delciclo superiory un modelo B para zonas castellanoparlantes con enseñanza en castellano hasta el ciclo superior también en que se iniciaba la enseñanza del euskera.25 Poco duró este planteamiento pues de nuevo injerencias externas y posturas cómplices en la propia Diputación devolvieron la enseñanza en castellano a todos los niveles y en todas las zonas, quedando el euskera
 como materia.  
            



Comenta Unceta que, pese al carácter institucional público de estas iniciativas, la Iglesia no estuvo lejos de las mismas.26 De hecho, la doctrina cristiana se enseñaba en euskera.27 Cuando el carácter laicista de la República empezó a hacer mella, la Iglesia contribuyó a la creación de las primeras ikastolas en el año 1932. En efecto, el arraigo de la Iglesia Católica en el mundo euskaldun, junto con la deriva que tomaron las Escuelas de
 Barriada, alejándose de los objetivos primigenios, tanto en lo lingüístico como en el carácter laicista que impuso la República, trajo como consecuencia la creación de EIB (Euzko Ikastolen Batza), de nuevo a partir de la iniciativa social.
 Como tal debía ser sufragada sin ayudas públicas e impulsada una vez más con el propósito de generar una escuela que garantizara la identidad vasca.  
            



En estas escuelas que partían también del principio de respeto a la lengua materna, para, tras su afianzamiento,
 pasar después a la segunda lengua, se enseñaba Euskera, Historia y Geografía de País Vasco y Religión,28 además de las asignaturas del currículo oficial, una vez más confirmando el ámbito escolar como lugar de creación de la conciencia nacional. Todas las experiencias descritas finalizaron
 bruscamente con la llegada de la contienda civil. 
            


Por lo que respecta a la escuela de iniciativa estatal, la dictadura franquista
 supone un largo período yermo para esta, no generándose apenas nuevos centros de titularidad pública, salvo en los años setenta. La Iglesia, que va perdiendo peso específico en el liderazgo de la defensa de la especificidad vasca, mantiene, sin
 embargo, una posición preponderante en la enseñanza, especialmente en Bachillerato y Formación Profesional. Son numerosos los centros, especialmente de órdenes religiosas, que viven como una burbuja aislada de su entorno,
 castellanizando al alumnado, o al menos, mostrándose indiferentes ante un retroceso del euskera en una sociedad en que por
 efecto del despegue económico basado inicialmente en la minería de Bizkaia y su subsiguiente industrialización, se va castellanizado a paso ligero, con una burguesía netamente castellanoparlante y un fenómeno migratorio que se vive también como amenaza para la lengua y cultura vasca.  
            

Frente a un Estado con una escuela pública débil pero colonizadora y unas órdenes religiosas que, pese al prestigio social, en general, se plegaron a las
 corrientes de uniformización cultural y lingüística de la época, era esperable una reacción que buscase la expresión de la lengua y la cultura vasca, aunque fuera de forma clandestina. Se da así comienzo al segundo periplo de las ikastolas, que llega a hasta nuestros días. 
            


La matriz del surgimiento de las ikastolas en el franquismo se encuentra en el
 carisma de Elvira Zipitria, creadora de las casas-escuelas, pisos donde se
 daban clases a niños y niñas en euskera, experiencia que comenzó en Donostia. El movimiento de Zipitria fue expandiéndose y algunas de sus colaboradoras más jóvenes hicieron evolucionar esta fórmula hacia la ikastola propiamente dicha. Este fenómeno se origina a comienzo de los sesenta, produciéndose una progresión espectacular. Lo que en 1960 eran 60 alumnos y alumnas,29 en 1975 eran 33.851 y 69.935 en 1980.30 



La precariedad, la militancia y el compromiso de los primeros años fue dando paso a situaciones de mayor reconocimiento y estabilidad, dentro de
 un camino plagado de dificultades mientras duró el franquismo. En los años sesenta algunas ikastolas comenzaron el camino de la legalización. Sin embargo, los hechos acaecidos en 1968 que desembocaron en el estado de
 excepción, configuraron un nuevo momento de dificultad y represión, determinándose el cierre de las ikastolas que no estaban legalizadas hasta la fecha, que
 eran muchas. Ello obligó una vez más a buscar el cobijo de la Iglesia, que gozaba de plena autonomía durante el franquismo, pasando muchas ikastolas a la titularidad eclesial,
 bien de carácter diocesano, convirtiéndose en ikastolas parroquiales, o bien bajo el auspicio de alguna orden
 religiosa que no prestase servicio de enseñanza. En Gipuzkoa 53 de las 78 ikastolas se acogieron a esa fórmula. No obstante, en pleno debate sobre la legalización de las ikastolas, surgió en 1969 Gipuzkoako Ikastolen Elkartea con el propósito de dar cohesión a todas ellas y singularizar la marca ikastola.  
            

La Ley General de Educación del año 1970 abrió nuevas posibilidades. Se concedía reconocimiento y financiación, a cambio de cumplir determinados requisitos, algunos no fáciles para aquel momento, como eran los relativos a titulaciones del profesorado
 y a condiciones que debían reunir los locales. Era necesario hacer inversiones en edificios y nuevas
 construcciones, que una vez más los socios ayudaron a costear. No solo hubo aportaciones económicas, sino muchas horas de trabajo personal, así como sacrificio del profesorado. Y también el surgimiento de algunas iniciativas creativas como la fiesta anual de las
 ikastolas de cada territorio, cuya primera celebración se produjo en Beasain en 1977, en el que fue el primer Kilometroak. En
 definitiva, compromiso y militancia.  
            

Poco a poco las ikastolas fueron dejando la tutela de la Iglesia, convirtiéndose la mayoría en sociedades cooperativas, aunque también se adoptaron otras fórmulas (patronatos, asociaciones culturales...). El proceso de legalización, que la Ley General de Educación posibilitó, no produjo efectos inmediatos. La legalización de las ikastolas no se realizó de un golpe, sino que fue un proceso paulatino. En buena parte fue gestionado
 por un departamento de financiación y asesoramiento contable y legal que creó al efecto la Caja Laboral, que tramitaba subvenciones y autorizaciones
 directamente con el Ministerio de Educación. Con la instauración del Gobierno Vasco tras el franquismo dicho departamento dejó de tener sentido y desapareció.  
            

Con el movimiento de las ikastolas, lo que durante décadas había estado encomendado a iniciativas administrativas de nuestras instituciones y
 de la Iglesia en la defensa de lo propio, ahora cobra un mayor carácter de iniciativa social. Habiendo constatado la imposibilidad de construir
 desde las instituciones y desde la centralidad del Estado una escuela nacional
 vasca, la iniciativa privada procedente del seno de la sociedad, al principio
 con cierta tutela de la Iglesia, después de forma claramente aconfesional, promueve la movilización popular necesaria para construir dicha realidad educativa.  
            


Pero sea por iniciativa de la Iglesia, que de todas formas no había perdido su cuota de influjo educativo, especialmente en las enseñanzas medias donde era más evidente su liderazgo, sea por la iniciativa social, ahora con las ikastolas,
 lo cierto es que la iniciativa de carácter privado en el campo educativo gozó de reconocimiento y hasta de preferencia en la enseñanza frente a la escuela pública. Esta llega con una percepción social un tanto maltrecha a la etapa de gestión autonómica que se abre a partir de los años ochenta, pese a las convulsiones que le afectaron y los cambios
 significativos que se operaron la década anterior, los setenta, y que mencionaré en “La escuela pública: de la desafección a la aceptación social”. 
            


En suma, lo propio de la especificidad vasca se sustancia en la lengua y la
 cultura vasca y también en la importancia de la Iglesia en el seno de su sociedad, con unos rasgos
 especiales de identificación popular con ella. Ambos factores, la lengua y la cultura vasca tradicional y
 la Iglesia, son elementos explicativos de primera magnitud para comprender por
 qué la escuela pública llega tan debilitada al tramo final del siglo XX.  
            

Quizá estos breves apuntes históricos hayan permitido comprender mejor cómo el desarrollo educativo del País ha configurado una situación por la que la iniciativa privada ha gozado de un desarrollo sin apenas parangón en el entorno europeo.  
            




La educación vasca en la etapa autonómica 
            


Arribamos así a la etapa autonómica, con un proyecto público debilitado y percibido como ajeno para un conjunto de centros estatales,
 que, sin embargo fueron transferidos para su gestión a la Administración Vasca. El Estatuto de Autonomía (BOPV 12/01/1980) supone el pistoletazo de salida de la gestión autonómica, que en el ámbito educativo se concreta en el Real Decreto 2808/1980 sobre traspaso de
 servicios del Estado a la Comunidad Autónoma del País Vasco en materia de enseñanza (BOE 31/12/1980). Como dato indicador del estado de la cuestión, el curso anterior al de la aprobación de las transferencias la cuota escolar de la escuela pública representaba el 46,75% del total.31



En el intervalo de los últimos años, en relación a la temática central de este trabajo, podríamos distinguir tres fases o etapas. Una primera, en que se intenta dar sanción jurídica a la herencia recibida, tratando de articular dentro del conglomerado de
 realidades e intereses un orden y una configuración de la compleja herencia recibida. Esta etapa, que tuvo sus vaivenes según la adscripción política del titular de turno del Departamento del ramo, se puede considerar
 clausurada en el año 1993 con la aprobación de la Ley de la Escuela Pública Vasca. Se abre entonces un segundo período, marcado por el enorme influjo que la implantación de la reforma del sistema proveniente de la aprobación de la LOGSE supuso en la correlación de fuerzas de las redes escolares, etapa que estuvo guiada por la aplicación más o menos coherente del Acuerdo Político para el Pacto Escolar de 1992, firmado por PNV, PSE y EE. Y finalmente, a
 partir del año 2001 y hasta nuestros días, en la conciencia de que una verdadera vertebración del sistema educativo vasco era y es todavía una tarea inconclusa, se han seguido produciendo aquí y allá pronunciamientos añorantes de la cultura del pacto, pretendiendo primero reeditar un nuevo acuerdo
 escolar y luego más centrados en la idea de hacer una ley educativa que abarcara toda la educación vasca. Son pretensiones que no han terminado de cristalizar a fecha de hoy. En
 cualquier caso, la dualidad público-privado ha estado siempre como telón de fondo de cualquier iniciativa de política educativa de las tres etapas. 
            


Por mi parte, en adelante, denominaré de esta forma a las tres etapas:32A la primera, “etapa de ordenación” del conjunto de elementos recibido; a la segunda, “etapa de transformación” del sistema, obligada por la LOGSE. Y a la tercera etapa, que es más de meseta, “etapa de consolidación”. 



La educación vasca está a la espera de un nuevo salto cualitativo, que debiera venir marcado por un
 gran pacto social por la educación en Euskadi que permitiera sacar al sistema de sus cómodas rutinas y de alguna que otra autocomplacencia, de forma que respondiera
 mejor a los retos actuales y que sirviera también para desatascar la actual correlación entre pública y privada, hacia fórmulas superadoras y justas de una dicotomía que parece consustancial al sistema. Este trabajo, precisamente, pretende
 hacer una modesta contribución a esto último.  
            




La etapa de ordenación: sentar las bases  
            


Entrando en la primera de las fases, la Administración Vasca se encuentra al comienzo de su gestión con una situación atípica: una triple red de centros compuesta por los centros transferidos por el
 Estado, las “escuelas nacionales”, una red privada, en su mayoría de ideario católico y una red de ikastolas, jurídicamente privadas, pero a las que se llega a reconocer incluso un carácter público, aunque no estatal. Al menos el Consejo General Vasco en la Normativa para
 la Titularidad Oficial de las ikastolas,33 aprobada el 24 de enero de 1980, les otorgó ese reconocimiento.  
            


Acabo de comentar los vaivenes en función de la adscripción política del Consejero de Educación de turno. En efecto, en los primeros ocho años de gobierno se sucedieron tres Consejeros del PNV al frente del Departamento
 de Educación: Pedro Miguel Etxenike (1980-1984), Juan Urrutia (abril 1984-enero 1985) y
 Juan Churruca (1985-1987). Formaron parte de gobiernos nacionalistas defensores
 del pluralismo educativo, de la libre elección de centros y ofrecieron, por tanto, un marco cómodo para el reconocimiento y el desa-rrollo de la enseñanza privada, primero subvencionada y, después, a partir de la LODE (1995), concertada. Pero sobre todo vieron en las
 ikastolas el embrión de una escuela nacional vasca que debería articularse en torno a su modelo, consintiendo en aceptar una fase de transición en que habrían de convivir las ikastolas, como modelo a proteger e imitar, con los centros
 transferidos del Estado. Por tanto, desde el primer gobierno de Garaikoetxea
 puede verse una doble apuesta por un modelo público basado en las ikastolas y por un marco de aceptación de la enseñanza privada, dentro de un esquema de complementariedad de redes.  
            


Así, junto con las decisivas leyes y decretos que pautaron el impulso
 euskaldunizador de la educación vasca, como la Ley de normalización del uso del euskera y el Decreto que regula el uso de las lenguas oficiales en
 la enseñanza, normativa a la que me referiré en el apartado “La euskaldunización en las redes”, los primeros esfuerzos legislativos de esta primera etapa estuvieron centrados
 en dar carta de naturaleza a las ikastolas y en dotar de fórmulas de financiación tanto a estas como a la enseñanza concertada. Las ikastolas habían pasado de la cruda represión y clandestinidad a tener en el primer Gobierno de Garaikotetxea a numerosos
 consejeros, incluso al propio Lehendakari, que como padres o profesores o
 alumnos habían formado parte del movimiento de las ikastolas.  
            



Respecto al modelo público, según expresaba el programa del primer Gobierno Vasco, se piensa en una escuela pública vasca constituida por centros de origen distinto, pero llegando a ello por
 medio de un período transitorio de “doble” red púbica. Este planteamiento vino justificado porque unos centros estaban preparados
 para formar parte de ese modelo, las ikastolas, y otros, en cambio, los
 transferidos, estaban condicionados por estructuras de funcionamiento, como la
 forma de estar organizado el profesorado como funcionariado, lo que se vivía como dificultad para su transformación en el modelo de la escuela pública vasca.34 




Así pues, uno de los quehaceres que sintió como más propio el primer Gobierno Vasco fue dar ese reconocimiento a las ikastolas.35 La Normativa de Titularidad Pública de las ikastolas del Consejo General Vasco tuvo su continuidad mediante el
 Convenio de las ikastolas, firmado el 4 de octubre de 1980 por el Ministerio de
 Educación y Ciencia y el Departamento de Educación del Gobierno Vasco, con una duración de dos años.36 A cambio de ese reconocimiento cada ikastola, que podía revertir el compromiso si lo deseara, cedía el uso y titularidad al Departamento de Educación, aceptaba en los órganos de gobierno algún representante del mismo, así como la no selección de alumnado, la creación de un órgano planificador por parte de la Consejería con representación de las ikastolas, la regularización de la situación de las titulaciones del profesorado y los controles de la Administración para garantizar que se cumpliera la normativa establecida. El Convenio fue
 completado económicamente por medio de otro acuerdo de financiación que logró en diciembre de ese mismo año el Lehendakari Garaikoetxea con el Ministerio de Educación y Ciencia.37 



En 1983 se publicó la Ley 15/1983 por la que se crea Euskal Ikastolen Erakundea (EIKE) y se
 aprueba el Estatuto Jurídico de las Ikastolas (BOPV 06/08/1983). Este proyecto del Consejero Etxenike
 tuvo por objetivo la creación de un Organismo Autónomo con carácter de Entidad de Derecho público, con personalidad jurídica propia e independiente de la Administración. En definitiva, en la estela de lo reglamentado por el Consejo General Vasco,
 se pretendió dar este encaje jurídico singular al conjunto de ikastolas como centros públicos no estatales, manteniendo el propósito de la doble red pública, concebida según los responsables del Departamento de la época como algo meramente transitorio.  
            


Sin embargo, la promesa de transitoriedad no gozó de credibilidad y esta iniciativa del PNV no encontró respaldo alguno en el resto de partidos que interpretaron que la citada ley era
 una manera de consagrar la tercera red de centros.La oposición fue unánime en el rechazo, quizá destacando Herri Batasuna y Euskadiko Ezkerra en dicho antagonismo. Las razones
 principales fueron que se abría una senda para separar y clasificar lingüísticamente a las escuelas, que el euskera y la euskaldunización podrían convertirse en un coto de determinados centros, reforzando con ello la división en dos comunidades, a la vez que se alejaba el proyecto de confluencia entre
 la red transferida y las ikastolas. A Herri Batasuna, que no participó de la votación, pues en aquella época no acudía al Parlamento, no le agradaba tampoco la ruptura territorial que suponía el proyecto dentro de un planteamiento global para Euskal Herria y le parecía limitadora de la gestión democrática de las ikastolas.  
            


Por si fuera poco, la ley tampoco tuvo una acogida entusiasta entre las
 ikastolas y fue recurrida por el Gobierno Central, si bien el Tribunal
 Constitucional falló favorablemente al Gobierno Vasco en sentencia del 6 de noviembre de 1986,
 cuando la oportunidad ya estaba pasada y los planes eran otros, por lo que la
 Ley del EIKE no pasó de ser un intento fallido.  
            


Por aquel entonces la escuela pública transferida se sentía hija putativa de la Administración, con la que no guardaba, al menos su profesorado, una buena relación, creciendo entre este colectivo y el de padres y madres la sensación de que la escuela pública estaba recibiendo un trato discriminatorio.38 El Gobierno Vasco había hecho un esfuerzo por dar un estatus jurídico de carácter público a las ikastolas, pero veía muy complicado modificar el estatus de la escuela transferida, por lo que
 proyectó sobre ella sus planes de euskaldunización, pero no se propuso una transformación, lo que algunos, desde otra perspectiva más próxima a las ikastolas, interpretaron como falta de proyecto del Gobierno Vasco
 que se limitaba a hacer suya la escuela estatal.39 




Así las cosas, no es de extrañar que se impulsara la Plataforma en defensa de una Escuela Pública Vasca (Euskal Eskola Publikoaren Alde-EEPA), que, aún siendo civil, fue puesta en marcha por sectores próximos a Euskadiko Ezkerra y Herri Batasuna que participaron de forma activa en
 ella. Tampoco debe sorprender que la plataforma diera su apoyo a una Proposición de Ley presentada por Euskadiko Ezkerra de “Integración de las ikastolas en la escuela pública”40 que defendía una única red de escuela pública, brindando la oportunidad de integrarse en la red pública a las ikastolas que rechazaran EIKE, iniciativa que quedó paralizada en los trámites parlamentarios, pues la escisión del PNV trajo cambios en el gobierno.41 



Precisamente por ello, a partir de 1987 se produce un cambio en el marco político, pasando a la constitución de gobiernos de coalición, en los que salvo el paréntesis de unos meses del año 1991 con Inaxio Oliveri como responsable máximo de Educación, el Departamento pasa a manos socialistas, primero con José Ramón Rekalde (1987-1991) y después con Fernando Buesa (1991-1995). Aprovechando que soplaban vientos favorables a
 una mayor concordia y acuciada también por necesidades económicas, pues el estatus de las ikastolas había pasado jurídica y económicamente a estar homologado al de cualquier centro concertado, la Confederación de ikastolas, instituida como sujeto con capacidad de negociación con el Gobierno, llegó a un acuerdo con el Departamento de Educación al finalizar 1987, primer año de Rekalde como Consejero, el “Convenio entre el Departamento de Educación del Gobierno Vasco y la Confederación de ikastolas” (18/12/1987).  
            

El Convenio, que permitió a las ikastolas “salirse de las cuerdas” hacia una posición mucho más ventajosa, quedó sustanciado en 6 puntos: Las partes aceptaban una confluencia hacia la
 construcción de una única Escuela Pública, sobre cuya configuración se acuerda abrir un debate público, además de crear una comisión bilateral Administración-ikastolas (puntos 1, 2 y 3); el proceso de debate debe culminar en un Proyecto
 de Ley de la Escuela Pública Vasca, que determinará también las bases de publificación de las ikastolas, proyecto que debe entenderse como confluencia entre centros
 públicos e ikastolas y no como absorción de estas por aquellos (puntos 4 y 5); finalmente se asumía el compromiso de sancionar por medio de una ley el proceso de transición hacia la confluencia y que las ikastolas recibieran una financiación equivalente a la de los centros públicos (punto 6 y anexo económico-financiero). El acuerdo fue el preludio de un nuevo intento de dar
 respuesta a la cuestión siempre pendiente de qué hacer con las ikastolas, por medio de la Ley 10/1988 para la Confluencia de las
 ikastolas y la Escuela Pública (BOPV 06/08/1988), aunque el propósito de esta Ley quedara finalmente limitado a “habilitar al Departamento de Educación para suscribir convenios con las ikastolas”, según se manifiesta en su preámbulo.  
            

En efecto, el tiempo transcurrido entre el Convenio y la Ley de Confluencia,
 siendo breve, fue suficiente para que las posiciones se repensaran y la ley
 saliera obviando todo un capítulo con los aspectos filosóficos sobre la configuración de la escuela pública hacia la que se pretendía confluir, quizá porque el meollo de la cuestión no estaba maduro, y se quedara exclusivamente en un único capítulo referido a aspectos económicos y procedimentales, lo que fue ocasión de dimes y diretes, algunos públicos, entre las partes. Lo único que quedaba claro –algo apreciable ya en el título y en el preámbulo– era que el encaje jurídico de las ikastolas que se pretendía no suponía la creación de una tercera vía, sino la posibilidad de lograr una confluencia entre centros públicos y las ikastolas que se quisieran acoger a esa posibilidad, por medio de
 un convenio con la Administración. Pero la configuración de la escuela resultante de esa confluencia quedaba en el alero, pues el
 propio preámbulo de la ley encomendaba a un debate público la definición de los principales aspectos que definieran la escuela pública vasca. 
            

Por el Convenio y la Ley de Confluencia se selló el compromiso de las ikastolas de ceder su patrimonio a la Administración a cambio de que esta se hiciera cargo de sus deudas (siempre que estuvieran
 relacionadas con la actividad docente), del coste real del personal y de un
 nivel similar a la escuela pública en la dotación de materiales, mobiliario y en la cobertura de los gastos de funcionamiento,
 transporte y comedor. Ahora bien, por la disposición adicional primera de la Ley 10/1988 de Confluencia, las ikastolas que no lo desearan no estaban obligadas a ceder el patrimonio, si bien renunciaban entonces al
 mantenimiento de los edificios y a la reposición de mobiliario que quedaba a cargo de la propia ikastola, así como a los gastos de funcionamiento, transporte y comedor.  
            

El proceso negociador de las ikastolas con el Departamento de Rekalde se completó con un tercer paso a añadir al Convenio del 1987 y a la Ley de Confluencia de 1988. Así, en 1989 se produjo el Acuerdo para el Desarrollo de la Ley de Confluencia
 (firmado el 14/05/1989). Este acuerdo de 1989 volvió a recoger la previsión de dar libertad a cada ikastola para ceder o no su patrimonio y además concretó más detalladamente las condiciones y términos del contrato que debía firmar cada una de ellas con la Administración.  
            


Dejando por un momento los avatares políticos y legislativos en torno al encaje de las ikastolas, en esta etapa de
 intensa actividad legisladora en busca de articular el sistema educativo y de
 regular la dualidad público-privado, hay que subrayar la importancia de tres cuerpos legislativos, por
 este orden cronológico: el Decreto por el que se aprobó el régimen de conciertos educativos (1987),42 el Acuerdo Político para el Pacto Escolar (1992) y la ya citada Ley de la Escuela Pública Vasca (1993), LEPV en adelante. Voy a hacer una breve referencia a los dos
 primeros, aunque los retomaré más adelante y terminaré este epígrafe deteniéndome en la LEPV.  
            


El Decreto 293/1987 por el que se aprueba el Reglamento de Conciertos Educativos
 (BOPV 15/09/1987) también vino precedido por otro intento frustrado, el Decreto 137/1986 (BOPV
 16/06/1986) por el que se aprueba el reglamento de conciertos con las ikastolas
 y centros de iniciativa social de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Fue recurrido por el Gobierno Central y suspendido en varios artículos fundamentales. Lo que aquí interesa resaltar es que ya en el título se hace una diferencia entre unos centros, las ikastolas, y los demás, señal del trato diferenciador que el Gobierno Vasco quiso dar a aquellas. Por el
 contrario, el Decreto 293/1987 se refería genéricamente a los centros concertados y apuntaba ya a un deseo de regular la doble
 opción pública-privada concertada, entendiendo esta última como único bloque. Más adelante me detendré en el contenido de este decreto. 
            

El Acuerdo Político para el Pacto Escolar, no siendo estrictamente un texto jurídico, fue, sin embargo, el referente normativo de las relaciones público-privado hasta prácticamente el año 2000 (su ámbito temporal se previó hasta 1998). Firmado por el PNV, el PSE y EE, supuso poner coto a las
 consecuencias impredecibles de una competitividad escolar en un contexto de
 precipitación de la caída de la natalidad y de reestructuración del sistema educativo por la implantación de la LOGSE. La aprobación de este Acuerdo se produjo al finalizar esta etapa de ordenación y normatividad, pero me detendré en él al abordar la siguiente etapa, puesto que se desarrolló bajo su influjo.  
            


El Acuerdo iba acompañado por dos proyectos de Ley,43 como compromiso de los partidos firmantes, que finalmente cristalizaron en las
 dos importantes leyes con las que damos por finalizada esta segunda etapa: la
 Ley 1/1993 (BOPV 25/02/1993) de la Escuela Pública Vasca y, como complemento coherente con lo anterior y con los contenidos
 del Pacto, la Ley 2/1993 de Cuerpos Docentes no Universitarios de la Comunidad
 Autónoma Vasca (BOPV 25/02/1993). Ambas fueron aprobadas en el marco de una gran
 controversia el 19 de febrero de 1993, con los votos de los partidos firmantes
 del Acuerdo y con la oposición del resto de partidos, que solicitaron su remisión al Gobierno (PP, UA, EuE, EA y HB).44 



En el preámbulo de esta ley se afirma ya sin ambages que “la escuela pública es el instrumento de actuación directa de la Administración en el cumplimiento del precepto constitucional que garantiza el derecho a la
 educación y en la compensación de las desigualdades”. En el título primero de la ley se recogen los principios generales y los fines de la
 escuela pública vasca, que se define como plural, bilingüe, democrática, al servicio de la sociedad vasca, enraizada social y culturalmente en su
 entorno, participativa, compensadora de las desigualdades e integradora de la
 diversidad.  
            

Mucho se discutió sobre la supuesta finalidad de la LEPV, si estaba hecha principalmente para dar
 carpetazo al engorroso encaje de las ikastolas. Sin duda fue uno de los
 principales efectos, pues la autonomía vasca había recorrido más de una década y no había conseguido dar una respuesta satisfactoria a esta cuestión, y todavía muchos piensan que aquella ley no lo hizo. La verdad es que se andaba tras un
 modelo más definido de escuela pública vasca. Por eso, en cumplimiento de la Ley 10/1988 de Confluencia, que
 previó abrir un amplio debate entre todos los miembros de la comunidad educativa como
 paso previo a la presentación del Proyecto de Ley de Escuela Pública Vasca, en el año 1989, promovido por el Departamento de Educación, se celebró el Primer Congreso de la Escuela Pública Vasca en el que se trató de la integración escolar, la gestión de los centros escolares, el euskera y la formación del profesorado. Circulaban otros modelos de entender la escuela pública vasca, como veremos al reparar en el debate parlamentario. Era, por lo
 tanto, necesario acordar un modelo.  
            

Así pues, podríamos decir que hay dos intencionalidades básicas en esta normativa: Por una parte, tal como he señalado anteriormente, la ordenación del sistema educativo vasco, dando un plazo a las ikastolas de tres meses para
 optar entre integrarse en la red pública o para permanecer de forma definitiva como centros privados, “de forma que el sistema educativo se configure definitivamente y sin ambigüedades en dos redes, una pública y otra privada” (Ley 1/1993 de la Escuela Pública Vasca. Exposición de motivos). Y por otra, la definición de un modelo menos rígido de escuela pública, abriendo vías para flexibilizar ciertas estructuras de funcionamiento y de gestión de los centros públicos, especialmente a través de la autonomía regulada. Todo el texto legal está salpicado por referencias a la autonomía, principio que se reconoce ya, de forma genérica, en el Capítulo I (artículo 2). Pero, además, el capítulo más denso de la Ley, el V, está exclusivamente dedicado a la autonomía de organización, pedagógica y de gestión.  
            

El tema de la autonomía pasó a ser crucial en el debate, pues, aunque las posiciones ya estaban muy tomadas,
 se quiso ofrecer un modelo de escuela pública que se sacudiera el sambenito de ser una escuela uniforme, burocrática y anulada en su creatividad por el centralismo administrativo, para de
 alguna manera poder convencer a las ikastolas que optaran por su integración en la red pública de que iban a poder desarrollar el proyecto que les había caracterizado. Evidentemente, pese a la centralidad de dicho concepto en la
 ley aprobada, no convenció a la oposición.  
            


Merece la pena detenerse en los principales términos del debate del plenario del Parlamento Vasco donde se aprobaron la LEPV y
 la Ley de Cuerpos Docentes de la CAPV porque reflejaban –y aún reflejan– los inextricables nudos de la dialéctica público-privado en la educación vasca.45 Por lo que respecta a los partidos proponentes46 los argumentos para apoyar ambas leyes, y en concreto la LEPV, podrían resumirse en los siguientes: 
            



·	Hay una triple legitimidad en la propuesta: la que da el apoyo de una mayoría política, la que proviene de un grado de aceptación de la comunidad escolar como demuestra el informe del Consejo Escolar de
 Euskadi y la que emana de las propias soluciones que se aportan a viejos
 contenciosos. 
            



·	La autonomía que se otorga a los centros puede permitir superar la excesiva rigidez
 funcional que impide un desenvolvimiento ágil y eficiente de las escuelas públicas. No es la que algunos querrían, pero es un avance muy importante. 
            



·	Se da culmen a la confluencia de las ikastolas y se llega, por fin, a un
 sistema educativo con dos redes. Las energías se van a poder dedicar sin distracción a la Reforma.  
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